
Medios libaneses reportaron
ayer los primeros ataques con
drones contra una sucursal fi-
nanciera de Al Qard Al Hassan,
perteneciente a la milicia chiíta
de Hezbolá, en un suburbio del
sur de Beirut, con el objetivo de
debilitar su sistema económico,
según había anunciado Israel
previamente.

De acuerdo al diario libanés
L’Oriente Le Jour, el Ejército is-
raelí logró impactar “el objetivo
de la agencia de Al Qard Al
Hassan, ubicada en el primer
piso de un edificio en Ali el-
Nahri, en Becá”. Sin embargo,
agrega el medio, el edificio no
se derrumbó, pero resultó afec-
tado, al igual que los edificios
circundantes.

“Residentes del Líbano, nues-
tras tropas próximamente ataca-

rán infraestructura pertenecien-
te a Al Qard al Hassan, mantén-
ganse alejados de ella de inme-
diato”, escribió más temprano
en un mensaje en su cuenta de X
el portavoz en árabe del Ejército,
Avichay Adraee. 

Estas alertas de evacuación
afectan a los residentes de la ca-
pital libanesa Beirut y otras áre-
as del país donde haya “sitios
que utiliza Hezbolá para finan-
ciar su actividad terrorista”,
alertó el portavoz del Ejército
Daniel Hagari en una conferen-

cia de prensa. 
“Vamos a atacar el poder eco-

nómico de Hezbolá”, aseveró
Hagari, y agregó que “el objeti-
vo es dañar la confianza de los
agentes en la organización”.

Fachada para 
pagar salarios y
comprar armas

“Hezbolá tiene diferentes vías
de financiación, pero las más im-
portantes son a través de las
compañías que ha creado como
Al Qard al Hassan. Sabemos que
con esta especie de banco, desco-
nectado del sistema internacio-
nal SWIFT, paga salarios dentro
de su organización y es usado
por muchos civiles libaneses”,
explicó un alto funcionario de la
inteligencia israelí. 

Este mismo alto funcionario
de inteligencia aseguró que to-

dos los meses Irán transfiere di-
nero a la formación libanesa y
que también tienen constancia
de que diplomáticos afines a la
milicia entran en el país con di-
nero en sus maletas. 

The Associated Press recordó
que la agrupación Al Qard al
Hassan, registrada como sin fi-
nes de lucro, está sancionada
tanto por Estados Unidos como
por Arabia Saudita, y que es usa-
da para pagarle a agentes de
Hezbolá y para comprar armas. 

En un año de hostilidades en-
tre Israel y Hezbolá, más de
2.400 personas han muerto so-
lo en territorio libanés —la ma-
yoría de el las en el últ imo
mes— y más de 1,2 millones se
han visto obligadas a abando-
nar sus hogares para huir de la
violencia, lo que ha provocado
una crisis humanitaria en el
país mediterráneo.

Guerra en Medio Oriente:

Israel anuncia bombardeos 
contra el sector bancario de Hezbolá 

Las fuerzas israelíes
realizaron ayer un
primer ataque contra
instituciones
financieras en Líbano.

AGENCIAS

LA CIUDAD de Khiam, en el sur del Líbano, fue blanco de los bombardeos
israelíes. 
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UNA SERIE de edificaciones en la ciudad libanesa de Baalbeck quedaron en
escombros productos de las acciones bélicas.
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LAS AUTORIDADES actúan contra plantaciones de cannabis que ya se encuentran en prácticamente toda España.
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El crecimiento de la pro-
ducción local de dro-
gas, en particular de
marihuana, está atra-

yendo a España a más grupos
criminales que emplean la vio-
lencia e incluso se apoyan en la
trata de personas para sus activi-
dades, advierten las autoridades.

España pasó de incautar un to-
tal de 7,4 toneladas de marihua-
na y 270.000 plantas de canna-
bis en 2014 a decomisar 126 tone-
ladas de marihuana y 2,8 millo-
nes de plantas de cannabis en
2022, el último año con datos
consolidados según los registros
del Ministerio del Interior. Se es-
pera que esta cifra para 2023 —y
que debiese publicarse de aquí a
diciembre— sea más alta, ya que
la Guardia Civil reportó un in-
cremento del 150% de sus incau-
taciones de marihuana durante
el año pasado.

En sus memorias publicadas
en septiembre, la Fiscalía Gene-
ral de España reconoció el “tris-
te” escenario en lo relacionado a
la producción y tráfico de mari-
huana en el país, que ahora es “el
primer productor de cannabis”
de todo Europa, con un cultivo
que se utiliza tanto para el con-
sumo interno como para la venta
en el resto del continente.

Según el Observatorio Euro-
peo de las Drogas y las Toxico-
manías (OEDT), España es el
país que con creces más mari-
huana incauta dentro del espacio
de la Unión Europea (UE), con
un 66% de los decomisos de la
droga en todo el bloque. Ade-
más, de acuerdo a la consultora
especializada Cannamonitor, Es-
paña representa el 20% de la
venta ilegal de cannabis dentro
de la UE, con ganancias para el
mercado negro que rodean los

US$ 2.100 millones.

Bandas internacionales
como protagonistas

Detrás del fenómeno están
bandas del crimen organizado
provenientes de países como Al-
bania, Marruecos, Italia, Países
Bajos y hasta China, a las que
también se suman grupos de ori-
gen español, que “invierten
enormes cantidades de dinero”

para levantar grandes plantacio-
nes, según explica a “El Mercu-
rio” Ricardo Magaz, experto en
Fenomenología Criminal de la
Universidad Nacional a Distan-
cia y miembro de la Policía Na-
cional de España.

“En cuestión de tres meses lo-
gran cosechas de toneladas que
distribuyen por toda la UE”, gra-
cias tanto a las condiciones geo-
gráficas de España, muy aptas
para el cultivo de cannabis, como

también al hecho de que estos
grupos criminales utilizan técni-
cas de cultivo y semillas “modifi-
cadas genéticamente” para ace-
lerar la producción y obtener ga-
nancias bastante rápido, comen-
ta Magaz.

Pero estas no son las únicas
formas con las que los grupos
criminales buscan beneficios con
el tráfico de marihuana. Según la
Fiscalía Antidrogas, también
han proliferado los grupos que,

en lugar de tener cultivos pro-
pios, se dedican a robar la pro-
ducción de otras bandas —una
práctica que se conoce popular-
mente como “vuelcos”— usan-
do para esos asaltos “armas de
fuego y una gran violencia”.

Las fuerzas de seguridad han
advertido en varios informes de
una “mayor violencia de los cla-
nes y organizaciones” dedicados
al tráfico de la marihuana, con
“cantidades alarmantes de ar-
mas de fuego que cada vez con
mayor frecuencia” se les incau-
tan a estos grupos.

No es lo único. La Fiscalía Ge-
neral asegura que los grupos cri-
minales del mercado de la mari-
huana se apoyan en la trata de
personas para conseguir migran-
tes irregulares que mantengan el
funcionamiento de sus planta-
ciones, ofreciéndoles contratos
de trabajos falsos para llevarlos a
España y obligarlos a trabajar ba-
jo amenaza, una “forma contem-
poránea de esclavitud”.

En los últimos meses, tanto la
Policía Nacional como los Mossos
d’Esquadra (la policía autonómica
catalana) dieron en dos operativos
distintos en Cataluña con planta-
ciones que utilizaban a migrantes
para su funcionamiento, y a quie-
nes se les obligaba a trabajar bajo
amenazas y sin la posibilidad de
recuperar sus pasaportes y teléfo-
nos, que habían sido requisados
por los grupos criminales que los
llevaron a las plantaciones.

Un problema que
supera las herramientas
del Estado

Desde el gobierno reconocen
que el nivel actual de la produc-
ción de marihuana implica un
“gran desafío logístico” que en

ocasiones sobrepasa las capaci-
dades de las fuerzas del Estado.
Esto ha llevado al Ejecutivo a
contratar a particulares para des-
hacerse de las plantaciones de
cannabis.

En julio pasado, el gobierno
determinó que durante los pró-
x i m o s a ñ o s s e d e s t i n a r á n
900.000 euros para la contrata-
ción de empresas de jardinería
que ayudarán a destruir plantas
de cannabis en el mismo lugar
donde se cultivan.

Según el profesor de crimino-
logía de la Universidad de Va-
lencia Javier García, “las policías
no tienen las capacidades de ha-
cer frente por sí solas a esto, por-
que los números —que solo
muestran lo que se logra decomi-
sar— revelan que las bandas que
operan con el cannabis se instala-
ron por todo el territorio”. 

Hace pocos años la produc-
ción de marihuana estaba con-
centrada en zonas cercanas al
Mediterráneo como Cataluña,
Andalucía y la Comunidad Va-
lenciana, pero datos del Centro
de Inteligencia contra el Crimen
Organizado muestran, por ejem-
plo, un aumento del 150% de las
incautaciones en Castilla-La
Mancha, entre 2021 y 2022, o
también del caso de Navarra
donde en 2022 ocurrió la des-
trucción de la que hasta hoy si-
gue siendo la mayor plantación
de marihuana detectada en Eu-
ropa, con más de 415.000 plan-
tas de cannabis con un valor de
hasta 100 millones de euros.

La razón tras esta alza, comen-
ta García, es que entre otros fac-
tores “España les es conveniente
en comparación a otras partes de
Europa” porque en el resto de
países “las penas (por este tipo
de delitos) son mucho mayores”.

En algunos casos extorsionan a migrantes para trabajar en las plantaciones: 

Alza de cultivos de marihuana 
en España atrae a bandas criminales JOSÉ TOMÁS TENORIO LABRA

Corresponsal en España

El país concentra el
66% de los
decomisos de
cannabis en toda la
Unión Europea.

Acusados de “terroristas” por
las autoridades, los “comandi-
tos” organizados por la líder
opositora María Corina Macha-
do para “la defensa del voto” en
las presidenciales de Venezuela
han pasado a la clandestinidad
tras denunciar un fraude.

Los “comanditos” son grupos
de voluntarios que la oposición
creó durante la campaña electo-
ral en los barrios, con el objetivo
de movilizar votantes en los co-
micios del 28 de julio y resguar-
dar las actas electorales que se
entregan a testigos de los parti-
dos políticos. 

Sus miembros se encargaban
de tareas logísticas como trasla-
dar a ciudadanos a los centros de
sufragio o llevar comida a los
testigos durante la jornada.

Tras las protestas por la pro-
clamación de Nicolás Maduro
para un tercer período consecu-
tivo (2025-2031), que dejaron 27

muertos y más de 2.400 deteni-
dos, el propio Presidente los ca-
lificó de “delincuentes”, al vin-
cularlos con actos de violencia y
un intento de “golpe de Estado”.

Temeroso de ser acusado de
terrorismo, lo que puede llevar a
la pena máxima de 30 años de
prisión en Venezuela, José,
miembro de los “comanditos”,
dejó la actividad política pública
luego de que militares le apunta-
ran con sus armas y desconoci-
dos lo amenazaran en la calle.

Oculta su verdadero nombre
ante una “ola de persecución”
contra integrantes de estas casi
70.000 redes comunitarias.

La oposición asegura que gra-
cias a los “comanditos” reunió
80% de las actas de votación,
que divulgó en una página web,
con las que reclama una victoria
del candidato Edmundo Gonzá-
lez Urrutia, exiliado en España
tras una orden de arresto en su
contra. Maduro insinuó que Ma-
chado también dejó el país, un

escenario que la dirigente negó
el miércoles en una entrevista te-
levisiva.

La autoridad electoral, que
dio ganador a Maduro, no ha pu-
blicado un escrutinio detallado,
como obliga la ley.

José relata que seis motociclis-
tas lo rodearon una madrugada
cuando salía del centro de vota-
ción en un sector popular de Ca-
racas en el que ofició de “obser-
vador” de la oposición.

“Me dijeron: ‘tú te la tiras de
arrechito (valiente). Te vimos sa-
liendo del centro de votación’”,
comenta a France Presse este
hombre de 61 años.

Evitó confrontarlos, pues lle-
vaba tres actas impresas por las
máquinas del sistema automati-
zado del Consejo Nacional Elec-
toral (CNE) y debía escanearlas
para enviarlas al comando de
campaña de Machado, que las
digitalizó para luego subirlas a
internet.

José entregó las actas el 31 de

julio, día en el que Machado lla-
mó a protestar en la sede de la
ONU en Caracas con esos docu-
mentos en mano. La propia diri-
gente recibió de manera directa
muchas papeletas. 

El hombre cuenta que, al térmi-

no de la concentración, un grupo
de militares detuvo a varios ma-
nifestantes. Dos uniformados lo
abordaron y le apuntaron direc-
tamente con sus armas de bom-
bas lacrimógenas, sin mediar pa-
labra, aunque al final lo dejaron

ir. “Ahí fue donde dije: ‘No, yo
tengo que irme’”, expresa.

Algunos integrantes de los
“comanditos” huyeron del país,
según varios consultados por
France Presse. A otros les anula-
ron el pasaporte.

Presidenciales del 28 de julio:

Voluntarios de la oposición en Venezuela 
pasan de “la defensa del voto” al miedo
Muchos integrantes de los “comanditos” de María Corina Machado dejaron la actividad política y otros salieron del país.
FRANCE PRESSE

GRUPOS de familiares protestan por las detenciones realizadas después de las elecciones.
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